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DERECHO A PROBAR. SU DIMENSIÓN SUSTANCIAL O MATERIAL TRATÁNDOSE DE 
DOCUMENTALES PÚBLICAS PRECONSTITUIDAS CON VALOR PROBATORIO PLENO 
TASADO EN LA LEY. Desde la perspectiva del análisis de regularidad constitucional de normas 
generales, una manera ordinaria de examinar el respeto a las formalidades esenciales del 
procedimiento y, en consecuencia, al derecho de audiencia, consiste en analizar si la ley procesal 
prevé la posibilidad de que las partes sean llamadas al procedimiento relativo y escuchadas, puedan 
ofrecer pruebas y alegar de buena prueba, y de que la autoridad emita la resolución correspondiente. 
Sin embargo, por lo que hace al derecho a probar, tratándose de pruebas documentales públicas 
preconstituidas con valor pleno tasado en la ley, es posible identificar una dimensión sustancial o 
material (en oposición a formal o adjetiva) que no se enfoca en que el legislador prevea el trámite 
procesal respectivo, sino que involucra, entre otras cosas, la condición de que los requisitos formales 
que el legislador establezca para configurar una prueba documental pública con valor pleno tasado, 
permitan materialmente desvirtuar en juicio la veracidad del contenido del documento, o sea, de lo 
declarado, realizado u ocurrido ante la presencia del fedatario, por parte de quien es perjudicado con 
el ofrecimiento de esa prueba. En ese sentido, para afirmar el respeto al derecho de audiencia y a 
las formalidades esenciales del procedimiento, en la vertiente del derecho a probar, tratándose de 
pruebas documentales públicas preconstituidas con valor pleno tasado en la ley, no basta con que 
se permita a una de las partes ofrecerlas para acreditar su pretensión y para desvirtuar las ofrecidas 
por su contraria, sino que las formalidades previstas por el legislador para configurar la prueba 
documental pública ofrecida por su contraria, se traduzcan en que la prueba tasada arroje suficientes 
datos fácticos verificables (o refutables), con la finalidad de hacer materialmente posible desvirtuar 
en juicio la veracidad de lo declarado, realizado, u ocurrido ante la presencia de un fedatario o 
autoridad pública. 

Amparo directo en revisión 3562/2016. Gerardo Salazar Carbajal. 24 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 


